


 
 

 

ANTECEDENTES DE HECHO: 

PRIMERO.- Por el Juzgado de Primera Instancia número 3 de 
Vilagarcía de Arousa, se dictó sentencia de fecha 9 de mayo de 
2022, cuya parte dispositiva, dice: "FALLO: Se DESESTIMA la 
demanda interpuesta por la Procuradora,    

 , representación procesal de    
 frente a VODAFONE ESPAÑA, S.A.U., representada por la 

Procuradora      absolviendo a la 
demandada de las pretensiones deducidas en su contra. Se 
imponen las costas a la parte demandante”. 

 

SEGUNDO.- Contra mencionada resolución interpuso la parte 
demandante el presente recurso de apelación que fue 
sustanciado en la instancia de conformidad con lo establecido 

en el art. 457 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 
se elevaron los autos, correspondiendo a este Tribunal su 
resolución, dando lugar a la formación del presente rollo, no 
habiéndose celebrado vista pública ni práctica de prueba, 
quedó el procedimiento para votación y fallo. 

 

TERCERO.- En la tramitación del recurso se han observado y 
cumplido todas las prescripciones de carácter legal. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

PRIMERO.- Se impugna la resolución de la instancia, por la 
representación de la demandante (   ), a medio 
de una argumentación de error en la valoración de la prueba e 
infracción en la aplicación de las normas y jurisprudencia 
convergente en esta materia de protección del honor, 
sosteniendo que no se cumplen las exigencias necesarias para 
la inclusión de la actora en el Registro de Morosos, actuación 
y  situación  denunciadas  que  afirma  determinarían  la 

procedencia  de  la  indemnización reclamada en  la  cuantía 

pedida.  A  tales  planteamientos se  opone la  contraparte 
demandada (Vodafone España SAU) y también el M. Fiscal parte 

en el procedimiento.   

SEGUNDO.- La revisión de las cuestiones que plantea la 
apelación nos lleva a su acogimiento. Hemos de convenir con la 
actora y destacar que, efectivamente y a pesar de lo 
consignado en la resolución formulada, formó parte del objeto 
de litis la discusión sobre la existencia o no de una deuda 
vencida, líquida y exigible, lo que se conoce como “calidad 
del dato”, al igual que la discusión y discrepancia sobre la 
existencia y efectividad del requerimiento de pago con 
notificación de la inclusión en el Registro de Morosos. 

En este sentido, a pesar del somero relato fáctico de la 
demanda, donde solo se relaciona la ignorancia de tal 
situación (Hecho 1º), lo cierto es que se advierte 
perfectamente que la parte demandada sabía y entendía de la 
existencia de una controversia respecto de la deuda y es 
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determinante que tal discusión se plasmó y recogió como objeto 

de litis en la Audiencia Previa celebrada, estableciéndolo así 

ambas partes, asumiéndolo también el M. Fiscal al ser 

consultados por SSª, relacionándose como tal por el Jugador 

interviniente en la misma. No solo lo anterior, el desarrollo 

del interrogatorio de la actora advierte de la discrepancia 

sobre lo facturado en razón de lo contratado, lo que nos sitúa 

en el ámbito de una polémica o discusión perceptible entre las 

partes que, aun no estando documentada a medio de 

reclamaciones concretas, se hizo y materializó entre ellas de 

modo razonable, en términos de lo considerado 

jurisprudencialmente (Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de 

enero de 2014 que explica: "La sentencia de esta Sala num. 176/2013, 

de 6 de marzo, declara a estos efectos que la deuda debe ser además 

de vencida y exigible, cierta, es decir, inequívoca, indudable, 

siendo necesario además el previo requerimiento de pago; por tanto 

no cabe inclusión de deudas inciertas, dudosas, no pacificas o 

sometidas a litigio, bastando para ello que aparezca un principio de 

prueba  documental  que  contradiga  su  existencia  o 

certeza».”), advirtiendo de una controversia efectiva 

suficiente e indicativa de la inadecuación y desproporción de 

la actuación de la demandada al llevar a la actora al Registro 

de Morosos. 

TERCERO.- Al efecto lo que constata la Sala es que las 
diferencias acerca de la facturación que sostiene lo adeudado, 
relativas a importes y domiciliaciones bancarias, generadores 
de pagos cuestionados por ser a mayores y de cargos por 
retraso en el pago ajenos a la actora, conceptos y cuantías 
explicados en la Vista por  , son ciertas y pueden 
entenderse acreditadas. 

Tal es así porque, al margen de la exigibilidad de los 
recargos, extremo éste en realidad no objetado expresamente, 
lo que discutió y “peleó” fué la improcedencia de la 
duplicidad de recargos (varios de 20€ por cambio no atendido 
por la operadora de domiciliación bancaria) y el Coste de la 
2ª línea (26,695€ frente a 31,4462€, mas IVA), se puede 
advertir que son cuestiones se justifican en la Facturación 
acompañada con la contestación, D. 2 a 6 de la Contestación, 
toda vez que ahí se contiene en un mismo momento y facturación 
ese cambio de domiciliación y la reducción del precio de la 2ª 
línea en los términos que explicó la actora. Frente a ello 
sucede que no ha traído a autos la demandada ni el contrato 
como tal ni procedió a aportar pruebas aprehensibles concretas 

que vinieran a justificar y explicar el efectivo coste en cada 
momento de la 2º línea, dando razón de unos y otros cargos al 
objeto de apreciar si se trataba de un coste conforme con lo 
contratado tanto de los abonos en exceso explicados como de 
los recargos facturados y su razón o período concreto al que 
se refieren que no se relacionan en las facturas. 

A lo anterior se suma el hecho de que en las Facturas se 
recoge el cambio de domiciliación bancaria explicado por  

 como la circunstancia generadora de su reclamación por 
cargos duplicados por retrasos, lo que nos lleva a estimarla 
veraz toda vez que coincide con la facturación minorada del 
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coste de la 2º línea en consonancia con la otra situación y 
diferencia de facturación y deuda denunciada también. 

En definitiva, converge prueba suficiente para concluir que 
la deuda origen y razón de inclusión de la actora en la base 
de Registro de Morosos por la demandada no reunía las 
exigencias de certeza, adecuación y proporcionalidad que 
considera la constante jurisprudencia sobre estas materias 
correctamente relacionada en la sentencia. 

 

CUARTO.- Atendido lo anterior ya no se hace preciso entrar 
a la problemática y alegación impugnatoria segunda, relativa a 
la existencia y acreditación de un previo requerimiento de la 
deuda y notificación de su inclusión en el Registro de Morosos 
conforme a lo que también viene entendiéndose 
jurisprudencialmente. 

Solo apuntar aquí la línea que relaciona la STS de 30 de 

Mayo de 2022 que refiere: “En sentencias 672/2020, de 11 de 

Diciembre y 854/2020, de 10 de Diciembre se analizó la cuestión 

sobre ficheros de solvencia patrimonial, recordando la necesidad de 

extremar la cautela en la recepción del requerimiento previo a la 

inclusión en el correspondiente fichero. 

En la misma línea la sentencia 81/2022, de 2 de Febrero, pero 
concluyendo que puede haber otras, complementarias y fiables de las 

que puede deducirse la recepción”, esto es, considera que la 
remisión de correo ordinario o el hecho de que la empresa 

remisora del mismo refiera sin incidencia o no devuelto sin 
mas no documentando la recepción, no significa que no fuera 

así al valer la acreditación y justificación a medio de otros 

modos, indicios y elementos de prueba, que permitan llegar a 
la convicción de su recepción y conocimiento. 

 

QUINTO.- En este caso aun pudiendo coincidirse con la 
convicción alcanzada por la Juzgadora atendidas las razones 
que expone la resolución, el incumplimiento de la anterior 
premisa determina por si solo la estimación del recurso con la 
revocación de lo decidido en la instancia, debiendo entrarse 
ahora al alcance de la indemnización por acreditada la 
intromisión ilegítima en el derecho al honor al no resultar 
justificada ni proporcionada dada la situación concurrente 
supra analizada, al evidenciarse una presión ilegítima cara a 
una mayor eficacia en reclamaciones menores frente a pequeños 
clientes que se ven abocados a hacerlas frente aunque solo sea 
por la problemática que le ocasionaría y sin que el hecho de 
que medie un tiempo para reclamaciones como la de autos o que 
no se reclame en otro procedimiento la cuantía a la que se 
hizo frente por ello, como aquí sucede, haya de llevar a otra 
conclusión ante el evidente ejercicio del derecho dentro de 
los términos preceptivos y la propia disponibilidad y decisión 
de la actora sobre la oportunidad del ejercicio o no de sus 
derechos y acciones en razón de lo que pueda entender 
razonable o satisfactorio para la misma. 

 

SEXTO.- En lo relativo a la indemnización pretendida en su 
momento (5.000€) vertida en la alzada (Alegación III del 
recurso) el tiempo de permanencia en orden a la situación aquí 
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abordada se ha de ponderar en consideración a una 
multiplicidad de circunstancias. La inclusión en el registro 

de otra deuda con la entidad  (149,71€) con Alta a 9-X- 
2016, 6 meses después, pero carecen de relevancia las 
ulteriores de otras entidades, claramente las producidas a 
2018, con posterioridad y ajenidad a la situación aquí 
analizada dadas las fechas referidas y la de la baja de la 
deuda de Vodafone, practicada a 20 de Enero de 2018, y solo 
teniendo limitada consideración la de  al ser de 17 de 
Enero de 2017 (702,69€). 

Aunque se documentan consultas del registro, las atinentes 

a esta alta y problemática de litis resultan limitadas, solo 

por    y  , coincidiendo las ulteriores 

(desde Noviembre de 2016 a Mayo de 2017) con otras 

anotaciones, las generadas por tres empresas mas (   

    ). Pero con ello hemos de recordar que 

el Art. 9.3 Ley Orgánica 1/82 establece: “La existencia de 

perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión 

ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral que se 

valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de 

la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrán en cuenta 

en su caso, la difusión o audiencia del medio a través del que se 

haya producido. También se valorará el beneficio que haya obtenido 

el causante de la lesión como consecuencia de la misma”, que es una 

ponderación que no puede tener carácter simbólico sino 

garantista atendiendo a la exigencia reparadora del derecho en 

juego. Que debemos considerar la angustia, el quebranto y las 

gestiones, de distinto alcance, repercutidas en el afectado y 

sabidas necesarias para la rectificación, de modo que no se 

disuada de entablar demandas en defensa del honor porque no 

cabe amparar estos cauces como método empresarial de obtención 

del cobro de deudas. Es por ello que estimamos como suma 

razonable y consecuente reconocible aquí la de 3.500€. 

 

SÉPTIMO.- De todo lo anterior se sigue la estimación de la 
apelación y el acogimiento en parte de la deuda, no 
procediendo por ello la imposición de las costas de la alzada 
y la imposición a la demandada de las derivadas de la 
instancia dado el acogimiento del objeto principal y 
determinante de litis (Arts. 398 y 394 LEC/00). Devuélvase el 
depósito realizado para recurrir (Disp. Adic. 15ª LOPJ). 

 

Vistos los artículos citados y demás normas de general y 
pertinente aplicación, por la autoridad que nos confiere la 
Constitución Española y en nombre de SM. el Rey, 

 

FALLO: 

Estimamos en parte el Recurso de Apelación formulado por la 
representación de     contra la Sentencia 
de fecha 9 de Mayo de 2022, dada en el P. Ordinario sobre 
Derecho al Honor (A. 249.1.1º LEC/00) Nº 698/19, seguido ante 
el J. de 1ª Instancia Nº 3 de Villagarcía de Arosa (ROLLO Nº 
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586/22), y, en su consecuencia, Revocamos la misma dando lugar 
a la Estimación Parcial de la demanda formulada por   

 , contra la empresa Vodafone España SAU y 
Declaramos que la mercantil Vodafone España SAU ha cometido 
una intromisión ilegítima con vulneración del derecho al honor 
de     al incluir y mantener sus datos en 
el Fichero de Morosos EXPERIAN-BANDEXCUNG desde el 16 de Abril 
de 2016. 

Condenamos a Vodafone España SAU a que indemnice a  
   en la suma de 3.500€ en concepto de daños 

derivados de esa inclusión, más los intereses legales desde la 
fecha de esta resolución. 

Se imponen a la demandada las costas de la instancia y no 
se hace pronunciamiento respecto de las de la alzada. 

Devuélvase a la apelante el depósito realizado para 
recurrir. 

 

Notifíquese la presente resolución a las partes haciéndoles 
saber que la presente sentencia podrá ser susceptible de 
Recurso Extraordinario de Infracción procesal y de Casación si 
concurren los requisitos legales (arts. 469, 477, y 
Disposición Final 16 LEC), que se interpondrán, en su caso, 
ante el Tribunal en el plazo de 20 días a contar desde la 
notificación de la presente. 

 

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la 
admisión del recurso se deberá acreditar haber constituido, en 
la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano, un 
depósito de 50 euros, salvo que el recurrente sea: 
beneficiario de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el 

Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo 
dependiente. 

 

Una vez firme, expídase testimonio que será remitido con 
los autos originales al Juzgado de procedencia, a los efectos 
oportunos. 

 

Así, por ésta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 
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